ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 01 22 04 003 2019 00170
ACCIONANTE: JUAN MANUEL SÁNCHEZ ARBELÁEZ  
ACCIONADO: FISCALIA 34 SECCIONAL DE PEREIRA Y OTRO
ASUNTO: IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / FALTA RESOLVER LOS RECURSOS INTERPUESTOS EN EL PROCESO.
En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable.  Lo anterior no equivale a imponer un término de caducidad, ya que ello trasgrediría el artículo 86 de la Constitución Política, que establece que la tutela se puede instaurar en cualquier tiempo sin distinción alguna. El análisis de este requisito no se suple con un cálculo cuantitativo del tiempo transcurrido entre la vulneración o amenaza de los derechos y la instauración de la acción de tutela, sino que supone un análisis del caso particular conforme a diferentes criterios…
En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados…
De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar:

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela”. (…)
… iv) El Juez 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías se declaró incompetente para resolver la devolución del rodante aludido por haberse iniciado la etapa del juicio oral. v) Dicha decisión fue objeto de apelación por parte de la Defensa del señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez, quien procedió a sustentar tal recurso insistiendo en su petición inicial…
Significa entonces lo anterior, que el accionante ya hizo uso de los mecanismos judiciales de defensa ordinarios y está pendiente lo que  resuelva el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira frente a qué juzgado le corresponde absolver el requerimiento del automotor tantas veces referido…

Así las cosas, no es viable que el juez de tutela pueda estudiar el asunto de fondo puesto en conocimiento por el accionante, toda vez será en el curso del proceso penal,  donde está siendo judicializado el señor Sánchez Arbeláez en el que podrá presentar las conformidades o irregularidades que se consideren pertinentes…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No. 11:05
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez en contra de la Fiscalía 15 Seccional (Fiscalía 34 Seccional) y el Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, ambos de Pereira, por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso, a la propiedad y mínimo vital.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. El señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez narró que el 19 de marzo de 2019 fue retenido por la Policía Nacional por la presunta comisión del delito de tráfico, fabricación y porte de estupefacientes, por lo que le fue incautado el vehículo camión de placa VDU532, del cual ha solicitado su devolución en los meses de abril, junio, agosto, septiembre y octubre del presente año, toda vez que con el mismo consigue los alimentos propios y de su familia. Sin embargo, las audiencias que se programaron para resolver su petición fueron aplazadas por diferentes razones.
El actor explicó que el vehículo aprehendido no tenía compartimentos, ni caletas, ya que el estupefaciente encontrado venía en unas canecas selladas herméticamente, las que le fueron entregadas para su transporte con factura y planilla de una supuesta mantequilla.

El 19 de noviembre de 2019 se celebró la audiencia para resolver la entrega de vehículo, en la que el delegado de la Fiscalía 15 Especializada (sic) se opuso aduciendo que el defensor no había hecho traslado de la solicitud y que el juzgado no era el competente por cuanto se había formulado la acusación, situación última que consideró el actor es atribuible a la administración de justicia por haberse aplazado en tantas oportunidades la audiencia, a sabiendas que uno de los principios rectores es la celeridad, en el entendido de que se resuelvan los procesos en un término razonable y el derecho a obtener una pronta y cumplida justicia, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 del C.P.P.  y teniendo en cuenta que el investigador del CTI que hizo el peritaje determinó que el vehículo no tenía caletas, contaba con los documentos en regla y sin pendientes, por lo tanto, el accionante en calidad de poseedor legítimo pidió la devolución del bien conforme al poder que la propietaria del mismo le otorgó para ese fin.  De tal manera, que el accionante consideró que la FGN mantiene retenido sin justificación alguna el automotor cuando es el medio de subsistencia.

El señor Sánchez Arbeláez señaló que en la audiencia de 19 de noviembre de 2019 antes referida, el delegado de la FGN alegó que la defensa no había dado traslado de la solicitud de entrega del vehículo cuando en ninguna parte se estipula el trámite que debe surtirse para tal fin, tratándose entonces de simples formalismos.  En tal sentido, el actor se pregunta para qué son, entonces, las 3 copias que se dejan con la solicitud de devolución de vehículos en el Oficina de Apoyo al SPOA, sino es otro el fin para que el juzgado, la FGN y las demás partes se enteren y conozcan los motivos por los cuales fueron citados? Por lo que tal exigencia va en contravía de la administración de justicia.

El accionante manifestó que no está probado que hubiera cometido conducta punible alguna, por lo que la FGN es la encargada a investigar al verdadero responsable sin que se le afecten sus derechos fundamentales a la vida, dignidad humana, propiedad, alimentos congruos y a la administración de justicia.  
En el acápite de pretensiones el actor solicitó que le tutelen sus derechos fundamentales a la administración de justicia, a la propiedad y al mínimo vital vulnerados por los jueces de control de garantías y el Fiscal 15 Especializado (sic) de Pereira y en consecuencia, se ordene realizar la audiencia de entrega del vehículo sin más dilaciones.
2.2. Mediante auto del 26 de noviembre de 2019, se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía 15 Seccional y al Juzgado 2º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, ambos se Pereira.  Así mismo, se vinculó a la Litis al Centro de Servicios Administrativos y Judiciales del SPOA de esta capital (Fl. 6).
2.3. A raíz de una  constancia del Escribiente de la Secretaría de esta Sala, en el entendido que fue informado por la Fiscalía 15 Seccional que el proceso del accionante había sido asumido por la Fiscalía 34 Seccional de esta ciudad (Fl. 7), mediante auto del 27 de noviembre de 2019, se dispuso la vinculación a este trámite a la Fiscalía 34 Seccional y a la Dirección Seccional de Fiscalía, ambas de esta capital (Fl. 11). 
3.   RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 

3.1. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA

Relacionó las diferentes resoluciones por medio de la cuales se modificó la conformación de la Unidad de delitos contra la salud pública y la creación de la Fiscalía 34 Seccional de Pereira.

Dio a conocer los despachos que han conocido del proceso radicado bajo el No.66001600035201900830 adelantado por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en contra del accionante, estando actualmente radicada en la Fiscalía 34 Seccional de esta capital.

Explicó que corrió traslado de esta demanda de tutela al delegado de la Fiscalía 34 Seccional de Pereira, Dr. José Ricardo Machado Méndez  para que se pronunciara al respecto  (Fl. 12).

Adjuntó copia de los actos administrativos a los que hizo referencia (Fls. 14-22).

3.2. FISCALÍA 34 SECCIONAL

Dio a conocer los hechos por los cuales fue capturado el señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez y otro, cuando transportaban en el vehículo de placa VDU 532 un total de diecinueve (19) canecas plásticas, con ciento cuarenta y cinco (145) paquetes encintados, que recubrían  una sustancia verde con característica similar a estupefaciente, la cual al someterse a PIPH en informe de campo arrojo positivo para Marihuana o sus derivados con un peso neto de setenta un mil (71000) gramos, por  lo que 20 de marzo de 2019 ante el Juzgado 6º Penal Municipal con función de Control de Garantías de esta ciudad se decretó la legalidad de la aprehensión de los indiciados, se declaró legal la incautación del vehículo placa VDU 532, e igualmente se decretó la suspensión del poder dispositivo sobre el rodante en comento a los indiciados; se les imputaron cargos por tráfico fabricación o porte de estupefaciente conforme al art. 376 inciso 1 verbo rector transportar, cargos que fueron sostenidos en la formulación de acusación.   
Consideró que en momento alguno se encuentran vulnerados los derechos fundamentales a los que hace alusión el tutelante, pues fue ante un juez constitucional, como garante de los derechos fundamentales a la administración de justicia, al debido proceso y a la propiedad en donde se surtieron las precitadas audiencias concentradas y en ese derecho de contradicción no hubo oposición por parte del defensor asignado para este acto público.

Explicó que el artículo 88 de la ley 906 de 2004 se refiere a la devolución de los bienes y es clara la norma cuando demanda que dentro de los seis meses serán devueltos los bienes y recursos incautados u ocupados a quien tenga derecho a recibirlos y que no sean necesarios para la Indagación o investigación: “o se determine que no se encuentra en una circunstancia en la cual procede su comiso...”, y por su parte, el artículo 82 ibídem dispone que el comiso procede: “... o sobre aquellos utilizados o destinados a ser utilizados o destinados a ser utilizados en los delitos dolosos como medio o instrumentos para la ejecución del mismo...”, por lo que la Fiscalía General de la Nación dio cumplimiento a la normatividad vigente procesal en materia de comiso, pues dentro de las 36 horas siguientes a la incautación del rodante de placa VDU 532 solicitó como medida cautelar la legalización de incautación con fines de comiso y como medida jurídica la suspensión del poder dispositivo, las cuales fueron avaladas y decretadas por un juez constitucional sin que hubiese oposición de la contraparte. Atendiendo que dentro de este rodante se transportaba la gran cantidad de sustancia estupefaciente incautada a los acusados.

Manifestó que ante el Juzgado 2º Penal Municipal con Función de control de Garantías de esta ciudad, el pasado 19 de noviembre de 2019, se surtió audiencia preliminar solicitada por el mismo defensor de confianza de los acusados en comento, con quien ya se inició juicio oral que tramita el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira.  En dicha audiencia, el defensor  solicitó levantar la suspensión del poder dispositivo y por ende la entrega definitiva del precitado rodante y en el registro de esa audiencia, en momento alguno corrió traslado de los elementos materiales probatorios y evidencia física que pudieran sustentar y corroborar la solicitud incoada, y atendiendo que este es un sistema adversarial de partes y tiene unos principios que lo rigen como el de contradicción la Fiscalía si hizo hincapié que no se corrieron dichos elementos ni a la judicatura ni al ente instructor para ser valorados, por lo que no había entonces un sustento sobre el cual basar una decisión de primera instancia. Una vez escuchado los argumentos de las partes, el juez de primera instancia consideró que no era el competente para conocer del asunto sino el juzgado del circuito en donde se ventila el juicio oral y nó ordeno levantar la suspensión del poder dispositivo.  Frente a dicho auto, el defensor de los acusados interpuso recurso de apelación ante el superior jerárquico, el cual está a la espera de la decisión que se adopte.

Adujo que en la acción de tutela no se deben manejar tópicos de presunta responsabilidad en la que pueda estar o no inmerso el accionante, tal como se indicó en alguno de los apartes de la demanda, pues será el juez de conocimiento quien con base en los elementos probatorios que se aduzcan como prueba en juicio oral quien tome la decisión jurídica respectiva en el sentido del fallo.  Por lo tanto, consideró que la acción de tutela es improcedente (Fls. 23-35).

Allegó copia del acta de audiencias preliminares del 20 de marzo de 2019 de control de legalidad de captura y elemento incautado, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento, las cuales fueron realizadas por el Juzgado 6º Penal Municipal con función de Control de Garantías de Pereira en contra de los señores Juan Manuel Sánchez Arbeláez y Edward Franco Ospina  (Fls. 26 y 27).

3.3.
COORDINACIÓN DEL CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE PEREIRA

Relacionó las solicitudes de audiencias que se han radicado en esa dependencia con respecto al proceso seguido en contra del accionante, así:
· Audiencias preliminares del 20 de marzo de 2019 llevadas a cabo por el Juzgado 6º Penal Municipal con función de Control de Garantías de esta ciudad.
· El 30 de abril de 2019, solicitud de permiso para trabajar que le correspondió al Juzgado 1º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad.
· El 10 de mayo de 2019, se presentó el escrito de acusación por parte de la FGN, el que por reparto, le correspondió al Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira.
· El 4 de julio de 2019, solicitud de entrega de vehículo la que por reparto, correspondió al Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad, audiencia que fuer reprogramada en diferentes ocasiones.

Explicó que cuando se radican solicitudes de audiencias, lo correspondiente es fijar fecha y hora y notificar a las partes; de tal manera, que la realización de cada una, depende solamente del juzgado, por lo que su función es reprogramar las veces que sea necesario hasta que se lleve a cabo la diligencia o hasta que el petente retire la solicitud. En ese sentido, el Centro de Servicios Administrativos Judiciales de Pereira presta apoyo logístico y administrativo  a los juzgados y exclusivamente guarda y custodia los registros de las audiencias, administra las salas de las audiencias y otros trámites administrativos como exhortos, oficios, boletas de remisión.  De tal manera, que en este caso, el Jugado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira es el que debe explicar las razones por las cuales no se llevó a cabo la diligencia de entrega del vehículo antes del 19 de noviembre de 2019 (Fl. 28)
Allegó copia de la lista de audiencias que se han radicado desde el 6 de mayo hasta el 19 de noviembre de 2019 con respecto a permiso para laborar y entrega definitiva de vehículo (Fl. 29).

3.4.  El Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías no se pronunció frente a la demanda de tutela, pese a haber sido notificado del auto admisorio de la misma el 27 de noviembre 2019 al correo electrónico (Fl. 9).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1.  Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 y el Decreto 1983 de 2017.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la presente acción de tutela es procedente para proteger los derechos fundamentales del accionante por cuanto considera que la FGN debe investigarlo por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de venta.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.1  En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable.
 Lo anterior no equivale a imponer un término de caducidad, ya que ello trasgrediría el artículo 86 de la Constitución Política, que establece que la tutela se puede instaurar en cualquier tiempo sin distinción alguna
. El análisis de este requisito no se suple con un cálculo cuantitativo del tiempo transcurrido entre la vulneración o amenaza de los derechos y la instauración de la acción de tutela, sino que supone un análisis del caso particular conforme a diferentes criterios, tales como la situación personal del peticionario, el momento en el que se produce la vulneración, la naturaleza de la vulneración, la actuación contra la que se dirige la tutela y los efectos de esta en los derechos de terceros.

4.5.2. En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 

4.6.  En igual sentido, la Sala Plena de la Corte Constitucional en la Sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”.
4.7.  Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por la acción de tutela cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo siguiente:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.7.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar:
“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: i) Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello. ii) Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. iii) Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. iv) Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.  v) Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. vi) Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. vii) Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.  viii) Violación directa de la Constitución. (…)” (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01).

4.8.  DEL CASO EN CONCRETO

4.8.1. En el caso sub examine, el señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez pretende que por esta vía constitucional se ordene a los despachos demandados que lleven a cabo la audiencia en la que se resuelva la entrega definitiva del vehículo de placa VDU532, toda vez que en varias ocasiones solicitó la realización de tal diligencia, pero por demoras que le atribuyó a la administración de justicia, no se ha realizado, lo cual vulnera los derechos fundamentales al mínimo vital, a la propiedad y al acceso a la administración de justicia.
4.8.2.  Obra en la foliatura un CD que contiene el registro de la audiencia preliminar de entrega de vehículo llevada a cabo por el Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad, el que facilitado por el Centro de Servicios Judiciales Administrativos de esta ciudad, del que se  extrae lo siguiente: i) se escucha como fecha de la audiencia: 19 de “octubre” (sic) de 2019. ii) El Defensor del señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez sustentó la solicitud de devolución del automotor con placa VDU-532 en que el accionante es el actual  poseedor de ese vehículo, a raíz de un contrato de arrendamiento que había suscrito con su propietaria, señora María Antonia Hernández Cortés, quien también le había otorgado poder para reclamar dicho rodante.  El Defensor del señor Sánchez Arbeláez fundó su petición de entrega del vehículo en los artículos 82 y siguientes del C.P.P.  iii) El Delegado de la Fiscalía 34 Seccional de esta ciudad se  opuso totalmente al requerimiento de la defensa del señor Sánchez Arbeláez aduciendo lo siguiente: a) que la defensa no había corrido traslado de la solicitud de entrega del vehículo de placa VDU-532, b) el proceso seguido en contra del señor Sánchez Arbeláez se encuentra en la etapa de juicio en el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira en donde la FGN solicitó el comiso del vehículo VDU-532, c) entre el señor Sánchez Arbeláez, su progenitor y la señora María Antonia Hernández Cortés se suscribió un contrato de traspaso del automotor VDU-532 y d) que el Juez de conocimiento es el que debe resolver la entrega definitiva del vehículo de placa VDU-532.  iv) El Juez 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías se declaró incompetente para resolver la devolución del rodante aludido por haberse iniciado la etapa del juicio oral. v) Dicha decisión fue objeto de apelación por parte de la Defensa del señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez, quien procedió a sustentar tal recurso insistiendo en su petición inicial. vi)  El Delegado de la FGN como sujeto no recurrente, también argumentó lo pertinente con el fin de que se mantuviera la decisión. 
4.8.3. Obra una constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta que fue informada por parte del Centro de Servicios Judiciales de esta ciudad que correspondió al Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira estudiar el recurso de apelación interpuesto por la defensa del señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez frente a la declaratoria de incompetencia por parte del Juez 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías para resolver la entrega definitiva del automotor de placa VDU-532 y que se encuentra programada lectura de la decisión de segunda instancia para el 23 de enero de 2020 (Fl. 33).

4.8.4. Significa entonces lo anterior, que el accionante ya hizo uso de los mecanismos judiciales de defensa ordinarios y está pendiente lo que  resuelva el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira frente a qué juzgado le corresponde absolver el requerimiento del automotor tantas veces referido.  Además, como el proceso seguido en contra del señor Sánchez Arbeláez se encuentra en la etapa de juicio oral, será en ese escenario en el que deberá hacer valer las garantías que considera han sido afectadas, por ser el idóneo y eficaz en el que deberá desplegar todo su actuar para poner en marcha los medios ordinarios de defensa que se han dispuesto en el sistema penal acusatorio para tal fin y en donde podrá ventilarse lo pertinente a la entrega del vehículo VDU-532, lo que hace improcedente el amparo invocado. 
4.8.5. Así las cosas, no es viable que el juez de tutela pueda estudiar el asunto de fondo puesto en conocimiento por el accionante, toda vez será en el curso del proceso penal,  donde está siendo judicializado el señor Sánchez Arbeláez en el que podrá presentar las conformidades o irregularidades que se consideren pertinentes, lo que le impide al juez constitucional que verifique lo que le compete analizar en el trámite penal correspondiente, teniendo en cuenta que la subsidiariedad se deriva del carácter excepcional, preferente y sumario que tiene la acción de tutela, el cual le impone al ciudadano la obligación de acudir a los otros mecanismos antes de invocar la protección de los derechos fundamentales a través del amparo constitucional, tal como lo dijo la Corte Constitucional cuando señaló que
:  Igualmente, la Corte Constitucional ha reiterado que el carácter subsidiario y residual de la acción de tutela, el afectado sólo podrá acudir a ella en ausencia de otro medio de defensa judicial para la protección del derecho invocado, ya que debe entenderse que esta acción constitucional no puede entrar a sustituir los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho.   Al respecto dijo lo siguiente: 
“Para que la acción de tutela sea procedente como mecanismo principal, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, éstos, no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos fundamentales presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio de defensa iusfundamental, implica que, aún existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la acción de tutela[18]..”
Cabe señalar que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales hay una regla general: la tutela es el último mecanismo de defensa al que puede acudir un afectado, ya que sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos, es procedente la acción. Así lo consideró la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-480 de 2011:

“La jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que, en virtud del principio de subsidiariedad de la tutela, los conflictos jurídicos relacionados con los derechos fundamentales deben ser en principio resueltos por las vías ordinarias -jurisdiccionales y administrativas- y sólo ante la ausencia de dichas vías o cuando las mismas no resultan idóneas para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta admisible acudir a la acción de amparo constitucional. En efecto, el carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo de amparo establecido en el artículo 86 superior”
Igualmente, la Corte Constitucional ha manifestado que cuando el accionante logra demostrar la ocurrencia de un  perjuicio irremediable procede la acción de tutela como mecanismo transitorio de protección. “Así, por ejemplo, puede proceder la tutela a pesar de existir vías judiciales alternas cuando se ve afectado el mínimo vital del accionante o sus condiciones físicas permiten pensar que se encuentra en un especial estado de indefensión y de no intervenir de inmediato el juez constitucional se produciría un daño irremediable”[19]. (Subrayas propias) 

4.8.6. De acuerdo a las premisas constitucionales, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio penal contenidos en el artículo 29 de la Norma Superior. Al respecto, son varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado 68.111 del 18 de julio de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” (Subrayas propias) 

4.8.7. Por lo tanto, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio penal contenidos en el artículo 29 de la Norma Superior. Al respecto, son varios los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado No.78113 STP2276-2015 del 5 de marzo de 2015,  M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Por tanto, la controversia no puede ser resuelta mediante la acción de tutela, en atención a su carácter residual y subsidiario. Al contrario, los reproches expuestos en el libelo inicial corresponden a tópicos que deben alegarse y definirse dentro del proceso, mediante la aplicación e interpretación normativa por parte del funcionario natural.

Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración.

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes.

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso.”  (Subrayas propias) 

4.8.8. Así así las cosas, se reitera que en este evento la acción de tutela resulta ser manifiestamente improcedente por cuanto no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario penal previsto en la ley por encontrarse un proceso en trámite
.  

4.8.9.  En síntesis, el actor tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, ni siquiera de manera transitoria por cuanto como quedó analizado, dentro de la foliatura no se encuentran elementos materiales probatorios que permitan inferir la proximidad de un daño grave e irreparable a los derechos fundamentales del accionante, pues no puede deducirse ninguna de las características de un perjuicio irremediable que haga necesaria la intervención del juez constitucional.  Por lo tanto, la Sala concluye que esta acción constitucional es improcedente en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por el  abogado del señor Juan Manuel Sánchez Arbeláez  en contra de la Fiscalía 34 Seccional y el Juzgado 2º Penal Municipal con Función de control de Garantías y las demás entidades vinculadas a este trámite. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Sentencias SU-189 de 2012. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, fundamento jurídico Nº 2; y T-246 de 2015. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez, fundamento jurídico Nº 2.3.


� Sentencias T-374 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa, fundamento jurídico Nº 4.1.3; T-060 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo, fundamento jurídico Nº 27; y SU-049 de 2017. M.P. María Victoria Calle Correa, fundamento jurídico N° 3.4.


� Estos criterios fueron sintetizados en la Sentencia SU-391 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo, fundamento jurídico Nº 62. También son referidos en las Sentencias T-158 de 2006. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, fundamento jurídico Nº 19; SU-499 de 2016. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico Nº 11; y T-195 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 4.4.


� La jurisprudencia constitucional ha fijado los siguientes elementos para considerar cuándo se está ante la posible configuración de un perjuicio irremediable: (i) que se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.


� Sentencias T-235 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 1.2; T-627 de 2013. M.P. Alberto Rojas Ríos, fundamento jurídico Nº 6.2.1.5; T-549 de 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 5.1; T-209 de 2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, fundamento jurídico Nº 5; T-195 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 4.3.; y T-036 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera, fundamento jurídico Nº 3.1.3.


� Sentencias T-798 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 4; SU-772 de 2014. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, fundamento jurídico Nº 5.2.; y T-161 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 3.3.1.


� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� Sentencia T-396 de 2014


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� “La acción de tutela  no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela.�” (Subrayas nuestras)





Página 13 de 13

